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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 
Magistrado:  Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, junio diecisiete de dos mil dieciséis
Expediente 66682-31-03-001-2016-00050-01

Acta No. 283 de junio 17 de 2016
Se resuelve la impugnación presentada por el demandante, Alonso Álvarez Castaño, en la acción de tutela que promovió frente a  Colpensiones, a la que fueron vinculados Asesorías y Servicios en Salud ASALUD LTDA y la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, contra la sentencia proferida el 7 de abril del presente año por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal.
ANTECEDENTES

Reclamó el demandante, por medio de apoderado judicial, la protección de sus derechos fundamentales que nominó como “El Debido Proceso, La Salud, La vida en condiciones dignas, la Seguridad Social, la Congrua Subsistencia y el Derecho a la revisión objetiva de la pérdida de capacidad laboral”, que estimó conculcados por la administradora de pensiones COLPENSIONES.

Relató, en síntesis, que padece de patologías crónicas, progresivas, permanentes e irreversibles, consignadas en historia clínica desde los años 2009 a 2012; dio cuenta de los varios diagnósticos que le han sido extendidos, de las incapacidades a las que se ha visto sometido y de algunas intervenciones quirúrgicas; el 5 de noviembre de 2014 se le informó sobre invalidez en un porcentaje de 52.5% con fecha de estructuración en la misma fecha de la evaluación, lo que corresponde a un error de transcripción, pues, se confundieron, afirma, las fechas de las intervenciones y la invalidez existente con las de calificación y estructuración. El 19 de noviembre de 2015 radicó ante COLPENSIONES solicitud de trámite de revisión de pérdida de capacidad laboral y revisión de fecha de estructuración; pero una vez asignada la cita para el evento se le indicó que “el proceso de revisión NO ES PROCEDENTE, por la existencia de una calificación anterior”; se le entregó copia de la calificación anterior, sin ninguna posibilidad de recursos ante la junta de calificación de invalidez y, con ello, se incurrió en dos evidentes vías de hecho, una por negarse a realizar la revisión con evaluaciones científicas, y la segunda, al negarse a otorgar en el trámite de revisión los recursos ante la respectiva junta.
Agregó que se encuentra sin recursos para su congrua subsistencia y cobertura de salud, toda vez que no ha sido definida la fecha de estructuración de su pérdida de capacidad laboral, atendiendo sus patologías permanentes, crónicas y progresivas, por lo que requiere, de manera urgente, la remisión a la respectiva Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda para definir lo concerniente, habida cuenta de que se enfrenta a un perjuicio actual e irremediable, pues luego de dos cirugías en la cadera, salió de la órbita del sistema de seguridad social.

Pidió, por consiguiente, el amparo de los derechos invocados y, como consecuencia de ello, que se ordenara a la parte accionada, remitir el proceso de revisión de pérdida de capacidad laboral y evaluación de fecha de estructuración a la precitada Junta, para que mediante un equipo interdisciplinario se realice la calificación correspondiente; se otorgue un término de 5 días para la cancelación de honorarios y costo del dictamen, y se incorporen los fundamentos de calificación y revisión aportados por él, para una evaluación objetiva como lo señala el artículo 30 del Decreto 1352 de 2013. 

  



Se admitió la acción y se dispuso vincular a los Gerentes Nacionales de Reconocimiento y de Defensa Judicial de Colpensiones, así como a Asesorías y Servicios en Salud ASALUD LTDA y a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda. 
   



Se pronunció el gerente y representante legal de ASALUD LTDA, quien, en síntesis, dio cuenta de la gestión a su cargo en el caso del accionante; precisó que el 8 de diciembre de 2014 se calificó la pérdida de capacidad laboral del mismo con fecha de estructuración del 5 de noviembre de 2014, para lo cual se tuvo en cuenta el Manual Único de Calificación de Invalidez; notificado su resultado al interesado no manifestó inconformidad alguna y, por tanto, adquirió firmeza; previa solicitud, el día 1 de diciembre de 2015, se le expidió constancia de dicha ejecutoria y que contra el mismo solo procedía la jurisdicción ordinaria; que cumplieron en debida forma con el proceso de calificación siguiendo lo previsto por el Decreto 917 de 1999, a la vez que se anunció la posibilidad de interponer recursos; por tanto, la acción se torna improcedente, dada la existencia de otro medio de defensa judicial. 
  



Por su parte, el Secretario Técnico de la Junta Regional, manifestó que ni de los hechos, ni de las pretensiones del libelo, se desprende que le asista algún interés dentro de este asunto ya que allí no se ha realizado proceso alguno de calificación del actor.
  



El Juzgado “negó por improcedente” la protección, porque la acción de tutela no es idónea para pretender el cuestionamiento de dictámenes de invalidez, a menos que se encuentren comprometidos derechos fundamentales de sujetos de especial protección, atendiendo la subsidiariedad como requisito de procedibilidad, tanto más cuando la calificación del caso adquirió firmeza, porque no hubo reparo, como tampoco existió frente a la resolución que le negó el reconocimiento de la pensión; aclaró que debe el demandante acudir a la vía ordinaria, pues no es este el medio para solicitar una revisión para incluir nuevas patologías y variar la fecha fijada como de estructuración de la invalidez.
  



Inconforme el demandante impugnó con sustento en la diferencia que hay entre la revisión de pérdida de capacidad laboral con la calificación embrionaria o inicial, pues aquella debe ser integral con los estados de salud progresivos, permanentes y regresivos que tienen efectos laborales, sociales, económicos, lúdicos, etc; es decir, afirma, la discapacidad objetiva, jamás se califica en las evaluaciones iniciales, ya que no se tiene en forma anticipada el concepto de habilitación y/o imposibilidad laboral, y es errado aseverar que el procedimiento de calificación de invalidez, se concluye con la primera calificación, como que la revisión se regula para situaciones progresivas, permanentes, crónicas e irreversibles.
CONSIDERACIONES

Con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos.


Alonso Álvarez Castaño acudió a esta expedita vía con el fin de que se protegieran los derechos arriba enunciados, que estima resquebrajados por parte de Colpensiones que le negó una solicitud de revisión de su dictamen de pérdida de capacidad laboral, como quiera que no está conforme con la fecha de estructuración que allí se extendió, y por cuanto sufre de enfermedades progresivas, crónicas y permanentes que deben ser tenidas en cuenta para lo concerniente.
Sin que haya mucho que agregar a lo dicho por el juzgado, se advierte que la acción estaba llamada al fracaso, porque tal y como se definió en primera instancia, este especial trámite se torna improcedente cuando el afectado cuenta con otros mecanismos de defensa judicial, según lo prevé el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991. La subsidiariedad, salvo situaciones especialísimas, fulgura como una característica esencial que la ley y la jurisprudencia han delineado para brindar seguridad jurídica, tanto en el campo administrativo, como en el judicial, o donde quiera que haya un procedimiento legalmente establecido.
Y es que en el caso que nos ocupa, no podría el juez constitucional intervenir de manera directa en las valoraciones médicas y técnico-legales apropiadas por los entes accionados para determinar la fecha de estructuración de la pérdida de capacidad laboral del demandante, por el solo hecho de que él no esté conforme con los resultados, por dos específicas razones: la primera, que tuvo la posibilidad de impugnar el dictamen extendido por ASALUD LTDA, como entidad designada por COLPENSIONES, para el evento, con el fin de que el asunto, bajo los términos que ahora con insistencia depreca, fuera revisado por la Junta Regional, concretamente en lo que a esa fecha concierne y en relación con la inconformidad que le asiste por el hecho de padecer enfermedades progresivas; sin embargo, guardó silencio y prefirió, luego de un término considerable, acudir a este mecanismo. En segundo lugar,  es claro que tiene a su alcance otro medio de protección jurídica que torna inalcanzable el resguardo constitucional que persigue.

  



Así es, porque conforme a lo reglado por el artículo 44 Decreto 1352 de 2013, por medio del cual “se reglamenta la organización y funcionamiento de las juntas de calificación de invalidez”, prevé que las controversias sobre los dictámenes de las juntas de calificación de invalidez, deben ser desenlazadas por la justicia ordinaria laboral mediante la correspondiente demanda, a su vez que del numeral 4º del artículo 33 de ese mismo decreto así se infiere con meridiana claridad, lo que desvanece la intención del actor, sí, por demás, del contenido del artículo 55 siguiente, las condiciones que ahora señala el demandante para esa petición, no se acompasan con lo que allí se exige, pues se limita tal gestión, siempre y cuando haya mediado un resultado inferior al 50%, que en el caso del actor, se superó. 
  
Puestas de esta manera las cosas, se prohijará el fallo que se revisa con la aclaración de que el amparo se declarará exclusivamente improcedente, pues, no puede negarse, lo que no supera el análisis de los requisitos generales de procedibilidad. 
  



DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal  Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 7 de abril del presente año por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en la presente acción de tutela, promovida por Alonso Álvarez Castaño frente a Colpensiones, a la que fueron vinculados Asesorías y Servicios en Salud ASALUD LTDA y la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, con la aclaración de declarar exclusivamente improcedente el amparo impetrado.

   



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS             
DUBERNEY GRISALES HERRERA
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